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CONTROVERSIAS CONTRACTUALES – Improcedencia

Sobre la acción procedente, la Sala destaca que es el motivo por el cual la primera instancia no emitió un pronunciamiento de fondo, de suerte que los argumentos de la apelación se encaminan directamente a refutar dicha conclusión a la que llegó el a-quo. De este modo, vale decir que debido a las múltiples formas en las que se expresa la administración pública, el Código Contencioso Administrativo fijó la extensión del control de la jurisdicción de lo contencioso administrativo, de suerte que le otorgó la facultad para juzgar actos administrativos, hechos, omisiones, operaciones administrativas, contratos estatales e inclusive actos políticos y de gobierno. (…) se ha considerado que el adecuado empleo de tales acciones no depende de la libre escogencia de quienes acuden a la jurisdicción contenciosa administrativa, sino de la forma como la Administración se haya expresado o dado origen al desmedro o daño que el reclamante alega.  (…) el control de legalidad que ejerce el juez en el marco de esta acción está encaminado a la confrontación del acto con el orden jurídico, y tiene como finalidad mantener la legalidad y expulsar del ordenamiento aquella decisión administrativa de carácter general que adolece de vicios que afectan su validez

MEDIOS DE CONTROL – Acción – Nulidad simple – Nulidad y restablecimiento del derecho – Reparación directa – Controversias contractuales

Cuando la acción no sólo está llamada a ejercer el control de legalidad de la decisión administrativa, sino a obtener el restablecimiento del derecho y/o la reparación del eventual perjuicio, ha de ejercerse la acción de nulidad y restablecimiento del derecho. (…) en los términos del artículo 86 del Código Contencioso Administrativo, la acción procedente para deprecar en sede judicial la declaratoria de responsabilidad extracontractual del Estado y la correspondiente reparación de perjuicios derivados de un hecho, omisión u operación administrativa, imputables a la administración pública, así como por la ocupación temporal o permanente de un inmueble, es la de reparación directa. (…) De igual manera, se ha considerado que procede la acción para obtener la reparación de perjuicios derivados de la ejecución de un acto administrativo, únicamente cuando no está en cuestión su legalidad, en aquellos casos en que la decisión legalmente proferida genera desequilibrio frente a las cargas públicas. (…) cuando se cuestiona la legalidad de un acto administrativo, esto es, se alegan vicios que afectan la validez de una decisión adoptada por la administración con el fin de crear, modificar o extinguir una determinada situación jurídica, la reparación de los eventuales perjuicios derivados de su ilegalidad solo procede previa anulación del acto administrativo que los determinó. Esclarecido lo anterior, para el presente asunto se encuentra que la demanda fue presentada en un inicio como una acción de “controversias contractuales”, (…) No obstante, también es cierto que durante el trámite, el 18 de noviembre de 2008, el apoderado de los demandante procedió a “adicionar” la demanda, (…) Dicha adición de la demanda en principio fue denegada por extemporánea por el Tribunal Administrativo, (…) De este modo, se tiene que en la apelación el accionante aseveró que en realidad planteó acción de reparación directa, por cuanto así lo manifestó en la adición de la demanda , sin embargo, lo que la Sala observa es que  el accionante claramente expresó que persistía en la acción de controversias contractuales, solo que “en caso de no serlo”, de manera supletoria proponía que fuera la de reparación directa. . Para la Sala, lo anterior da cuenta de que el apoderado de la parte accionante no tenía claridad de cuál acción imponer, pues dependiendo de cuál se adecuaba más a sus intereses, le dejó la opción al juez de definir si era la de controversias contractuales o la de reparación directa. (…) La demanda así planteada, revela que esta carece de rigor técnico e igualmente da cuenta de una actitud aventurada del libelista.

INDEBIDA ESCOGENCIA DE LA ACCIÓN – Daño probado

El anterior recuento probatorio esclarece lo aquí discutido y conforme a ello no cabe duda de que la responsabilidad que se le pretende endilgar a los entes demandados deviene de la expedición de sendos actos administrativos, mediante los cuales se adjudicaron varios inmuebles baldíos por parte del INCORA. Nótese entonces como el argumento principal de la demanda, consistió en que el INCORA, “mediante actos administrativos en beneficio de terceros y como un bien baldío”, presuntamente adjudicó de forma clandestina algunas partes del terreno denominado “La Emilia” registrado a folio de matrícula inmobiliaria (…) De este modo, los actos a los que se refiere el libelista de la parte demandante son, ciertamente, las Resoluciones n.° 00748 del 18 de agosto de 1978, 0084 del 19 de febrero de 1991 y 00587 del 30 de mayo de 1991, por medio de las cuales el INCORA adjudicó sendos terrenos conocidos con los nombres de “Los Playones”, “Viva la Vida” y “Santa Helena”, respectivamente; actos administrativos en los que se expresó que las adjudicaciones quedaban amparadas por la presunción de derecho establecida en el artículo 6º de la Ley 97 de 1946 , consistente en que todo terreno adjudicado por el Estado ha sido baldío cuando su dominio no ha sido controvertido y su explotación se haya producido por un tiempo mínimo de cinco años, cuyas copias efectivamente responsan dentro del presente expediente (v. párr. 14.3, 14.4 y 14.5). Luego, si la parte actora considera que tales adjudicaciones no se hicieron conforme a ley, por tratarse de terrenos que no eran baldíos sino que hacían parte de un bien privado, en este caso del lote “La Emilia” o “Capitanejo”, la discusión se refiere a un juicio de legalidad en el que lo pertinente era controvertir los aludidos actos administrativos mediante la acción de nulidad y restablecimiento del derecho consagrada en el artículo 85 del Código Contencioso Administrativo. Y es que, efectivamente, los actores conocían que el origen del daño se encontraba en los referidos actos administrativos, situación que está debidamente comprobada en este proceso. (…) Luego, así no se diga de manera expresa en la demanda, lo cierto es que en esta sí se discute la legalidad de los pronunciamientos expedidos por el INCORA, solo que en lugar de identificarlos como actos administrativos, los calificó como una “vía de hecho” que dio lugar a la “ocupación” del inmueble de su propiedad.  (…) 

NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO – Caducidad de la acción

Así, en sintonía con lo dicho anteriormente, se trata de un asunto que no es susceptible de ser debatido a través de la acción de controversias contractuales ni de reparación directa, ya que, se reitera, se refiere un daño derivado de pronunciamientos emitidos por el INCODER mediante actos administrativos, que inclusive ya se ha discutido a través de la figura de la revocatoria directa. No procede entonces la acción de reparación directa ni la de controversias contractuales, pues las conductas que la parte demandante señala como acciones u omisiones de la administración, esto es, la adjudicación de una parte del terreno, que aducen que es de su propiedad, a favor de terceros so pretexto de ser baldío, es una situación que tuvo su origen en la expresión del Estado mediante sendos actos administrativos cuya legalidad debe ser desvirtuada. En suma, la acción de controversias contractuales, que fue la escogida en la demanda inicial, no es la adecuada, por cuanto no se advierte que el daño se haya originado en virtud de la celebración de un contrato estatal. Tampoco lo es la de reparación directa, como se afirma en el recurso de apelación, pues a través de esta vía no le corresponde al juez verificar asuntos de estricta legalidad como lo serían los relativos a la adjudicación de bienes baldíos por parte del Estado, tratándose, sin duda, de asuntos que deben tramitarse por la vía de la acción de nulidad y restablecimiento del derecho. No obstante, tampoco es posible un pronunciamiento de fondo bajo ese supuesto, por cuanto para ello hay que tener en cuenta igualmente el término de la caducidad correspondiente, acorde con lo consagrado en el numeral 4º del artículo 136 del Código Contencioso Administrativo que para la acción de nulidad y restablecimiento del derecho contra actos de adjudicación de baldíos proferidos por el INCORA señala un término de 2 años contados a partir de su publicación, y para los terceros, desde la inscripción del acto en la Oficina de Instrumentos Públicos.
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Temas: Inepta demanda por indebida escogencia de la acción. La acción de nulidad y restablecimiento del derecho es la vía procesal adecuada cuando el daño se deriva de la expedición de un acto administrativo.  


Decide la Sala el recurso de apelación interpuesto por la parte actora contra la sentencia del 18 de mayo de 2011, proferida por el Tribunal Administrativo del Magdalena, a través de la cual se declaró probada la excepción de indebida escogencia de la acción.  


SÍNTESIS DEL CASO

Los demandantes, quienes dicen actuar en calidad de propietarios proindiviso del predio “Villa Emilia” o “Capitanejo”, ubicado en jurisdicción del Municipio de Ciénaga Magdalena, aseveran que mediante actuaciones administrativas clandestinas, el INCORA y la Superintendencia de Notariado y Registro, dieron lugar a la perturbación de su derecho de propiedad, mediante la expedición y registro de actos administrativos, mediante los cuales se adjudicaron a terceros algunas porciones de terreno que en realidad eran de su propiedad, so pretexto de ser baldíos.  
 
I ANTECEDENTES

I. Lo que se demanda

1. Mediante escrito presentado el 5 de diciembre de 2002 ante el Tribunal  Administrativo del Magdalena, los señores Germán Gustavo Henríquez Anaya, Manuel Antonio Henríquez Álvarez, Guillermo Antonio Henríquez Torres, Teresa Escobar de Torres, Octavio Manuel del Toro Henríquez[footnoteRef:1],  Oscar Jaramillo Ortega, Ana Gilda Henríquez Lahman[footnoteRef:2], María Luisa Henríquez de Diazgranados, Rafael Henríquez Henríquez, María Concepción Henríquez Henríquez, Ana Cecilia Núñez de Henríquez, Ramona Henríquez Henríquez y Fernando José Henríquez Lahman, a través de apoderado (fl. 1, 26, 44, 49, 50, 52, 56, 58, 60, 62, 65 y 80 c.1), presentaron acción de “controversias contractuales”[footnoteRef:3] en contra del Instituto Colombiano de Reforma Agraria – INCORA y la Superintendencia de Notariado y Registro, por los perjuicios derivados de la presunta vulneración de los derechos de posesión y propiedad que dichos accionantes ejercían sobre el bien denominado “Villa Emilia” o “Capitanejo”, ubicado en zona rural del Municipio de Ciénaga - Magdalena. En consecuencia, solicitaron las siguientes declaraciones y condenas (fl. 4, c. 1): [1:  Quien actúa en calidad de heredero de la señora Ramona de Jesús Henríquez de del Toro.]  [2:  Persona que comparece en calidad de heredera de la señora Delma Rebeca Lahman.]  [3:  Si bien en el escrito inicial de planteó como una acción de controversias contractuales, mediante memorial del 18 de noviembre de 2008, el apoderado del demandante procedió a adicionar la demanda en el siguiente sentido: “En relación con las peticiones formuladas y en el evento en que la acción propuesta no sea la contractual consagrada en el artículo 87 del C.C.A., en defecto de ella y de manera supletoria invoco la acción de reparación directa y cumplimiento de que trata el artículo 86 del C.C.A.” (fl. 127 a 132, c.1). Dicha adición de la demanda en principio fue denegada por extemporánea por el Tribunal Administrativo del Magdalena en auto del 6 de junio de 2008 (fl. 158 y 159, c.1); no obstante, vía recurso de reposición, presentado por la parte actora, el a-quo, mediante proveído del 1º de agosto de 2008, revocó el auto recurrido, para en su lugar admitir la adición de la demanda y ordenar su notificación a los entes demandados (fl. 171 a 175, c.1).  ] 


1.- Que se le ordene a las demandadas, es decir, al Instituto Colombiano de la Reforma Agraria (Incora) y a la Superintendencia de Notariado y Registro reconocer y pagar de (sic) en consonancia con sus niveles de responsabilidad una indemnización en favor de cada uno de los actores y que en ella, en la sentencia ejecutoriada, se repare de manera integral el daño que han sufrido y están sufriendo los actores a consecuencia de la permanente perturbación del derecho de propiedad y posesión y al uso y disfrute de la propiedad de un bien inmueble proindiviso de los actores y de la expropiación que por vía de hecho de manera clandestina y sin proceso de extinción de dominio realizó el Instituto Colombiano de la Reforma Agraria "Incora", expropiación de hecho y clandestina de un predio de Mil Quinientas Hectáreas (1.500.00 Hts) denominado "Villa Emilia" o “Capitanejo” situado en el corregimiento de Riofrío del Municipio de Cienága (Magdalena) y su fraccionamiento y adjudicación como baldíos a terceros, adjudicaciones administrativas que posteriormente se inscribieron en el registro público de manera irregular y antijurídica.
La indemnización deberá tomar en consideración tanto la privación material y jurídica del bien inmueble de propiedad de los actores, como también las perturbaciones al uso y disfrute de las cosas y su oportuna explotación económica o cualquier otro daño que resultare probado en el proceso.

2.- Que la indemnización a que tienen derecho cada uno de los actores de manera individual sea proporcional a los derechos de propiedad y posesión que tenían en la tierra pro indivisa que le fue expropiada de manera irregular y por vías de hechos y que fue adjudicada a terceros por el Instituto Colombiano de la Reforma Agraria (Incora) e inscrita por la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos en Ciénaga (Magdalena) y de conformidad a los perjuicios por las gestiones adelantadas en la búsqueda de protección a sus derechos.

3.- Que de todas maneras la indemnización no será inferior a la suma de conforme al estudio aportado se presenta en esta demanda.

4.- Que el pago determinado en la decisión judicial ejecutoriada debe realizarse con reconocimiento y pago de ajustes e intereses, más costas procesales y agencias en derecho y desde el momento en el cual se inició la privación irregular de la propiedad y hasta el momento en que se realice el pago real y efectivo de la obligación de pagar.

1.1.- En escrito de adición de la demanda se formularon estas pretensiones:
  
1.- Que se Declare administrativamente responsables a las demandadas, es decir,  Instituto Colombiano de la Reforma Agraria (Incora) y a la Superintendencia de Notariado y Registro.

2.- Que	como consecuencia	 de la anterior declaración se le ordene a las demandadas, es decir, al Instituto Colombiano de la Reforma Agraria (Incora) y a la Superintendencia de Notariado y Registro reconocer y pagar de en consonancia con sus niveles de responsabilidad una indemnización a favor de cada uno de los actores y que en ella, en la sentencia ejecutoriada, se repare de manera integral el daño que han sufrido y están sufriendo los  actores consecuencia de la permanente perturbación del derecho de propiedad y posesión y al uso y disfrute de la propiedad de un bien  inmueble proindiviso de los actores y de la expropiación que por vía de hecho de manera clandestina y sin proceso de extinción de dominio realizó el Instituto Colombiano de la  Reforma Agraria (Incora), en expropiación de hecho y clandestina de un predio de Mil Quinientas Hectáreas (1.500.oo Hts) denominado  "Villa Emilia" o "Capitanejo" situado en el corregimiento de Riofrío del Municipio de  Ciénaga (Magdalena) y su fraccionamiento y  adjudicación como	baldíos a terceros, adjudicaciones administrativas que posteriormente se inscribieron en el registro público de manera irregular y antijurídica.
 
La indemnización deberá tomar en consideración tanto la privación material y jurídica del bien inmueble de propiedad de los actores, como también las perturbaciones al uso y disfrute de las cosas y su oportuna explotación económica o cualquier otro daño que resultare probado en el proceso.

3. Que la indemnización a que tienen derecho cada uno de los actores de manera individual sea proporcional a los derechos de propiedad y posesión que tenían en la tierra proindivisa que le fue expropiada de manera irregular y por vías de hecho y que fue adjudicada a terceros por el Instituto Colombiano de la Reforma Agraria (Incora) e inscrita por la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos en Ciénaga (Magdalena) y de conformidad a los perjuicios por las gestiones adelantadas en la búsqueda de protección a sus derechos.

4. Que de todas maneras la indemnización no será  inferior a la suma de conforme al estudio aportado que se presenta en esta demanda.

5. Que el pago determinado en la decisión judicial ejecutoriada debe realizarse con reconocimiento y pago de ajustes e intereses, más costas procesales y agencias en derecho y desde el momento en el cual se inició la privación irregular de la propiedad y hasta el momento en que se realice el pago real y efectivo de la obligación de pagar.

2. Los hechos en que se fundaron las pretensiones de la demanda se resumen así (fl. 5-8, c.1): 

2.1. Los demandantes son y han sido propietarios proindiviso del predio denominado “Villa Emilia” o “Capitanejo”, ubicado en el sector de “La Candelaria”, perteneciente al Municipio de Ciénaga – Magdalena, identificado con matrícula inmobiliaria n.° 222-0015537 y código catastral n.° 0002-0007-0072-000, el cual fue adquirido por los actores mediante sucesión.  

2.2.  Los titulares de dicha propiedad han visto perturbado su derecho de manera permanente por parte del INCORA, ente que ha desplegado  conductas, tales como: “estar adjudicando mediante actos administrativos en beneficio de terceros y como un bien baldío y mediante expediciones clandestinas un predio de propiedad particular proindiviso de los actores y la de impedir el disfrute y uso actual de la cosa e igualmente de vender el predio que fue invadido por un conjunto de colonos”.

2.3.  Dicha perturbación de la propiedad por parte del INCORA, no solo se ha efectuado a través de la “disposición de la cosa ajena”, mediante la adjudicación de algunas franjas de terreno supuestamente baldías a terceras personas, sino también por la invasión que ha sufrido el predio por un grupo de campesinos pertenecientes a la “Asociación de Usuarios Campesinos Independientes de Ciénaga”, con quienes no ha podido lograrse a un arreglo contractual, justamente porque el área que estos ocupan fue adjudicado a terceras persona por parte de dicha institución.  

2.4. Sobre el señalado aspecto, igualmente se expresó: 

Las partes, los invasores y los titulares del predio invadido con la intervención misma del Instituto Colombiano de Reforma Agraria “Incora” habían logrado establecer un convenio contractual contenido en un documento privado. Este documento privado de tenencia y pacto de compraventa se suscribió el día veinte dos (22) de noviembre de 1995; más la negociación no pudo continuar llevándose a feliz término, debido a que se descubrió por los invasores que el INSTITUTO COLOMBIANO DE LA REFORMA AGRARIA “INCORA”, con sus decisiones administrativas previas, remotas y clandestinas para sus propietarios y sin el correspondiente proceso judicial previo de extinción de dominio y, sin indemnización previa, el INSTITUTO COLOMBIANO DE LA REFORMA AGRARIA “INCORA” se había apropiado de un bien inmueble particular y había adjudicado tal predio materia de invasión y de negociación y de propiedad privada de los actores, se los había adjudicado con procedimiento de adjudicación de baldíos a unos particulares, terceros en este caso. 

Es necesario identificar que en el proceso de adjudicación del predio como baldío, sin extinción de dominio previo, sin proceso judicial previo de parte del Instituto Colombiano de Reforma Agraria “Incora”, también colaboró en el atropello la autoridad registral al inscribir títulos a terceros adjudicados sin declaraciones previas de extinción de dominio; es decir, que la Oficina de Instrumentos Públicos (La Nación – Superintendencia de Notariado y Registro) también es copartícipe en una conducta antijurídica y dañina en contra de los actores, al inscribir un título a favor de terceros que no debía ser inscrito y privarles de la propiedad y derecho de dominio del predio “Villa Emilia” o “Capitanejo” a los actores. 
 
2.5.  De esta forma, para la parte demandante, la adjudicación a terceros por parte del  INCORA de una parte del bien de su propiedad, frustró una negociación que los actores habían realizado con la “Asociación de Usuarios Campesinos Independientes de Ciénaga”, a través de un “contrato de tenencia con pacto de compraventa”, que impidió que percibieran la suma de $940.800.000, más la correspondiente indexación e intereses.    

2.6.- Igualmente, la parte demandante dio a entender que ese contrato se celebró en el mes de noviembre de 1995, fecha a partir de la cual “los actores se sintieron más perjudicados que nunca por la acción de expropiación por vías de hecho y sin procedimiento público (…)” 

2.7. Aclaró entonces, que el INCORA procedió a la “expropiación” del inmueble de los demandantes, “mediante vías de hecho” que se reflejaron en los siguientes actos administrativos: (i) Resolución n.° 00748 del mes de agosto de 1978, por medio del cual se le adjudicó a los señores Heriberto Avendaño García y Eliecer Avendaño García, el predio denominado “Los Playones”, de una extensión de 388 hectáreas y 3.794 metros cuadrados, el cual hacía parte del inmueble denominado “Capitanejo” o “Villa Emilia”, que originalmente era de propiedad de los aquí demandantes; acto administrativo que no les fue notificado y que no fue inscrito en el folio de matrícula inmobiliaria de dicho bien (222-001537), sino que se procedió a la apertura de uno nuevo, sin indicar de dónde este procedía; (ii) Resolución n° 0084 del 19 de enero de 1990, a través de la cual el INCORA adjudicó al señor Miguel Revollo Bustamante 300 hectáreas que presuntamente devenían de un bien baldío, pero que en realidad hacían parte del predio “Capitanejo” o “Villa Emilia”, operación que tampoco aparece registrada en el folio de matrícula inmobiliaria n.° 222-001537, perteneciente a este último inmueble; y (iii)  la Resolución n.° 00587 del 30 de marzo de 1991, a través de la cual el INCORA le adjudicó al señor Víctor Hugo Mejía, el bien denominado “Santa Helena” de una extensión de 360 hectáreas que igualmente hacía parte del inmueble “Capitanejo” o “Villa Emilia” de propiedad de los actores, acto que de igual forma no fue inscrito en el correspondiente folio de matrícula inmobiliaria.   

2.8. Finalmente, arguyó que la Superintendencia de Notariado y Registro igualmente era responsable de los perjuicios reclamados, por cuanto la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos de Ciénaga – Magdalena no procedió a la inscripción de los anotados actos administrativos en el correspondiente folio de matrícula inmobiliaria y en consecuencia los accionantes no tuvieron la oportunidad de conocer a tiempo la “expropiación de hecho” realizada por el INCORA.     
  
II. Trámite procesal

3. Surtida la notificación del auto admisorio de la demanda, los demandados presentaron escrito de contestación en los siguientes términos: 
3.1. La Superintendencia de Notariado y Registro se opuso a todas y cada una de las pretensiones de la demanda, por lo que solicitó que estas fueran denegadas. También señaló que no le constaban la mayoría de los hechos señalados por los accionantes y que algunos de ellos debían probarse.  

3.1.1. Propuso la excepción de falta de legitimación en la causa por pasiva, ya que el daño alegado no se originó en una actuación suya ni de la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos de Ciénaga, sino que se redujo a cumplir con el servicio registral de los actos jurídicos radicados para su inscripción, más aún cuando era el INCORA la entidad a la que le competía declarar si un predio era o no baldío.  

3.1.2. Formuló la excepción de falta de jurisdicción, comoquiera que la acción a iniciar era la reivindicatoria de que trata el artículo 946 del Código Civil, siendo competentes para conocer de ella las autoridades de la justicia ordinaria.

3.1.3. Dijo que había lugar a la excepción de “indebida acción”, por cuanto el origen del daño alegado no era un contrato o una actividad precontractual o pos contractual de la administración. 

3.1.4. Planteó también la excepción de inepta demanda por falta de requisitos formales, debido a la falta de agotamiento de la vía gubernativa, ya que no se observaba que la accionante interpusiera recurso alguno contra las resoluciones “00587, 0084, 00748, proferidas por el Incora, (hoy Incoder), y demás resoluciones que les afectaran directa o indirectamente con los recursos de ley” (fl. 80 a 84, c.1). 

3.1.5. En el escrito de contestación a la adición de la demanda reiteró las referidas excepciones y agregó la de caducidad de la acción de reparación directa, pues pese a que los actos administrativos que supuestamente declararon el bien como baldío fueron inscritos en el año 1978, si se tomaba como fecha de conocimiento de la ocurrencia del daño el año 1995, conforme el artículo 136 del C.C.A. la acción se encontraba más que caducada (fls. 215 a 223, c.1).    

3.2. La Nación – Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural (INCORA)[footnoteRef:4], señaló que si en el año 1995 los actores vieron reflejado el daño con la supuesta acción de expropiación ejercida por el INCORA sobre sus bienes, de haber tenido estos la posesión material se hubieren percatado de su ocupación por parte de los nuevos propietarios, de suerte que hubieran intentado una acción policiva o judicial para reclamar lo que afirman era suyo.   [4:  Si bien la demanda se dirigió contra el INCORA, para la época de la fijación en lista dicho instituto ya había sido suprimido por virtud del artículo 1º del Decreto 1292 del 21 de mayo de 2003, expedido por el presidente de la República. Ahora, sobre la representación judicial, el artículo 26 de ese decreto también precisó que debían ser asumida por el Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural una vez culminada la liquidación del INCORA, de ahí que en este caso fuera dicho ministerio el que contestó la demanda.   ] 


3.2.1. Solicitó se declare la excepción de ineptitud de la demanda, ya que el trámite dado a la misma, el de controversias contractuales, no es el adecuado, pues a partir de la lectura de las pretensiones se sigue que el procedente es el de reparación directa.

3.2.2. En ese sentido, alegó la excepción de caducidad de la acción de reparación directa, pues desde la época en que los accionantes afirman se enteraron del supuesto daño, año 1995, hasta la presentación de la demanda, 2002, trascurrieron más de los dos años contemplados en el artículo 136 del Código Contencioso Administrativo (fl. 116 a 119, c.1).  

3.2.3 En la contestación de la adición de la demanda, dado que la parte accionante señaló que de manera subsidiaria planteaba la acción de reparación directa, el INCORA planteó la excepción de “indebida acumulación de acciones”, ya que cada una de ellas tenía una finalidad específica y distinta, de suerte que no era posible solicitar al juez que fuera él quien decidiera cuál acción debe tramitarse. 

3.2.4. Aludió a las excepciones de “inexistencia de los perjuicios invocados”, por cuanto el libelista adelantó una interpretación inadecuada para fundamentar la demanda y de “cobro de lo no debido”, dado que no existe causa que justifique el pago de las sumas reclamadas (fl. 230 a 233, c.1).  

4. Vencido el periodo probatorio, el Tribunal Administrativo del Magdalena, mediante auto del 11 de marzo de 2011 (fl. 344, c.1), corrió traslado a las partes por el término de diez días para que presentaran alegatos de conclusión y al agente del Ministerio Público para que rindiera concepto, los cuales intervinieron así: 

4.1. La parte demandante insistió que en este caso las actuaciones que adelantó el INCORA se refieren a actividades de expropiación sobre los predios de su propiedad, ya que segregó tres inmuebles del predio “Villa Emilia”, y pese a ser desenglobados, esa información nunca se consignó en el folio de matrícula inmobiliaria matriz n.° 222-15537. Recordó que sobre los bienes adjudicados se abrieron tres nuevos folios de matrícula inmobiliaria, a saber: 222-0002050-87, 222-0016941 y 222-0018169, en los que tampoco se indicó de qué inmueble provenían. 

4.1.1. Arguyó que no era cierto la acción estuviera caducada, por cuanto los instrumentos o títulos mediante los cuales se produjo el hecho dañoso que se alega debían haberse registrado para que produjeran efectos respecto de terceros, inscripción que nunca se llevó a cabo.

4.1.2. Dijo además, que como se podía observar del certificado de tradición del predio “La Emilia”, identificado con la matrícula inmobiliaria n.° 222-15537, en este aparecía la totalidad del predio en cabeza de los demandantes, quienes lo adquirieron mediante sucesión (fl.  347 a 352, c.1). 

4.2. Por su parte, La Nación – Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural se ratificó en las excepciones de inepta demanda, indebida acumulación de acciones, caducidad de la acción, inexistencia de perjuicios invocados y cobro de lo no debido (fl. 375 a 377, c.1).  

4.3. La Superintendencia de Notariado y Registro guardó silencio.  

4.4. El Ministerio Público, a través Procuraduría Judicial n.° 043 de Asuntos Administrativos de Santa Marta, señaló que la idoneidad de la acción estaba sujeta al origen del daño, esto es, dependía si se trataba de una decisión administrativa, un contrato estatal, un hecho, una omisión o una operación administrativa. 

4.4.1. De este modo, a partir de los hechos relacionados en la demanda, destacó que la acción que en realidad debía incoarse era la de nulidad y restablecimiento del derecho. Sin embargo, dijo que si se aceptara que la acción a interponer en realidad era la de reparación directa, igualmente esta se encontraba caducada, comoquiera que la parte accionante dijo conocer de los hechos objeto del daño desde el año 1995, situación que claramente llevaba consigo a concluir que había caducidad de la acción (fl. 379 a 385, c.1).    
 
5. Surtido el trámite de rigor, el 18 de octubre de 2011 el Tribunal Administrativo del Magdalena profirió sentencia de primer grado, en la que declaró probada la excepción de “indebida escogencia de la acción” con fundamento en lo siguiente (fl. 387 a 394, c.9):

5.1. Sobre la excepción de indebida escogencia de la acción, expresó que la invocación de determinada acción contenciosa dependía si lo que se pretendía atacar era una actuación, omisión, contrato estatal o acto administrativo. 

5.2. Para el caso concreto, recordó que los demandantes dijeron haber sido “despojados” por parte del INCORA, del disfrute de un inmueble de su propiedad denominado “Villa Emilia” o “Capitanejo” ubicado en el corregimiento de Riofrio, perteneciente al Municipio de Ciénaga – Magdalena, de manera clandestina y sin proceso de extinción de domino previo, mediante su fraccionamiento y adjudicación como baldío a terceros adjudicatarios.  

5.3. Recalcó que no obstante lo anterior, no podía pasar por alto que en los hechos de la demanda se afirmara que tales adjudicaciones fueron realizadas por el INCORA – Regional Magdalena, mediante la expedición de actos administrativos, esto es, la Resoluciones 00748 del 18 de agosto de 1978, 00587 del 19 de febrero de 1990 y 00587 del 30 de marzo de “1999”. 

5.4. De este modo, la primera instancia concluyó que el eventual, real o presunto perjuicio alegado se derivaba de la expedición de sendas decisiones administrativas adoptadas por el INCORA que restringieron el disfrute de su derecho de propiedad.       

5.5. Destacó que la demanda fue incoada bajo la acción de controversias contractuales de que trata el artículo 87 del C.C.A. que tiene lugar cuando el daño se deriva de la ejecución de un contrato, su terminación, modificación, interpretación, liquidación, etc., pero que esa no era la situación que en este caso se presentaba, pues se trataba de la expedición de actos administrativos expresos que indicaban que la acción idónea era la de nulidad y restablecimiento del derecho, 

5.6. Dijo entonces que la acción en este caso no era la indicada, y que el hecho de que en la demanda se asevere que entre los demandantes y los presuntos invasores se llegó a un convenio o pacto en el año 1995 que no se pudo concretar porque se enteraron de los actos del INCORA, tal acuerdo no tenía la naturaleza de ser un contrato estatal al haberse celebrado entre particulares, compromiso que en todo caso se suscribió con posterioridad a los actos antes referidos y de los que se enteró oportunamente el accionante. 

5.7. Agregó que el conocimiento de esos actos por parte de los demandantes podía derivarse a partir de la tutela que el señor Germán Gustavo Henríquez promovió contra dichas resoluciones, tendiente a dejarlas sin efecto, siendo que lo adecuado era promover la acción de nulidad y restablecimiento del derecho, de suerte que estaba probado el medio exceptivo de indebida escogencia de la acción.     

5.8. Sostuvo que bajo el supuesto de que en este caso se entendiera que lo que en realidad pretenden los accionantes es interponer una acción de nulidad y restablecimiento del derecho, al tratarse de la adjudicación de bienes baldíos, el numeral 4º del artículo 136 del C.C.A. fija para la presentación de la respectiva acción de nulidad y restablecimiento del derecho un término de 2 años, el cual había caducado. No obstante, dijo que no podía declararse la caducidad por cuanto: 

Sin embargo, la Sala no arriba a tal inferencia, por cuanto – estímase- que el límite dentro del cual se enmarca la labor del juzgador la delinea el propio libelista cuando señala de antemano no solo la acción, sino además los supuestos fácticos y jurídicos que soportan sus pretensiones. De guisa, pues, que en atención a las consideraciones precedentes la Colegiatura declarará el medio exceptivo de “indebida escogencia de la acción” sin soslayar la consideración de que eventualmente se configura también la caducidad de la acción, empero, como el líbelo ni siquiera se ajustó a los supuestos procesales formales la Sala arriba a la consideración que ante la falencia anotada debe declararse probado el medio exceptivo (…)    

6. El 20 de junio de 2011, la parte demandante interpuso y sustentó oportunamente recurso de apelación contra la anterior decisión, a fin de que se revoque la sentencia de primera instancia, y en su lugar se emita un pronunciamiento de fondo sobre las pretensiones, por cuanto (fl. 397 a 399, c.9):   

6.1. La decisión del tribunal no tuvo en cuenta el escrito de corrección de la demanda, en el que se planteó que la acción a interponer era la de reparación directa, debido a un actuar defectuoso de la Superintendencia de Notariado y Registro y del INCORA, que atentaron contra su derecho de propiedad y el disfrute de la misma.  

6.2. Dijo entonces que en el presente caso, se trata de una actuación u operación realizada por la administración pública que dio origen a la ocupación permanente de un inmueble, “a través de una actuación administrativa plagada de la llamada vía de hecho”, de ahí que se acudiera a la acción de reparación directa. En palabras del impugnante:

En este caso particular, las actuaciones vienen a configurar lo que conocemos como vía de hecho administrativa por lo que la demanda incoada sí se encontraba ajustada por lo que la misma estaría infringiendo el debido acceso a la administración de justicia, violándose los artículos 229 de la Constitución Política y el 20 de la Ley 270 de 1996. 
  
6.3.  Insistió en que la sentencia impugnada tampoco realizó un estudio integral de la demanda y de sus anexos, sin advertir que durante el trámite se presentó escrito de corrección de demanda, donde se estableció que la acción incoada era la de reparación directa.   
 
7. El 24 de junio de 2011 el Tribunal Administrativo del Magdalena concedió la impugnación en el efecto suspensivo (fl. 401, c.9), y esta fue admitida  por el Consejo de Estado el 8 de agosto de 2011 (fl. 406, c.9). 

8. En consecuencia, el 6 de diciembre de 2011 se corrió traslado para alegar de conclusión en segunda instancia (fl. 411, c.9), término dentro del cual las partes intervinieron, así:

8.1.  La Nación – Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural (fl. 412 a 414. c.9) y la Superintendencia de Notariado y Registro (fl. 416 a 421, c.9), ratificaron lo expuesto a lo largo de este proceso en las correspondientes escritos de contestación y alegatos de primera instancia. 

8.2.  La parte demandante igualmente reiteró los argumentos expuestos en el recurso de apelación, en el sentido de que en realidad interpuso la acción de reparación directa, por cuanto alega una ocupación temporal o permanente de un inmueble. También agregó que según el artículo 46 del C.C.A., las decisiones administrativas no producen efectos legales mientras no sean notificadas y que la parte actora “únicamente tuvo conocimiento de los hechos que la afectaron y dañaron en su derecho de propiedad en el año 2002, cuando interpusieron la demanda” (fl. 422 s 430, c.9).   

8.3. El Ministerio Público guardó silencio en esta etapa procesal.  


CONSIDERACIONES

I.  Jurisdicción y competencia 
9. Por ser las demandadas entidades estatales, el presente asunto es de conocimiento de esta jurisdicción, de acuerdo con el artículo 82 del Código Contencioso Administrativo.

10. El Consejo de Estado es competente para conocer de la impugnación, en razón del recurso incoado por la parte actora, en un proceso con vocación de segunda instancia según la Ley 446 de 1998, dado que la cuantía de la demanda, fijada por la sumatoria de la totalidad de las pretensiones[footnoteRef:5], supera la exigida por la norma para tal efecto[footnoteRef:6]. [5:  En vista de que el recurso de apelación se presentó en vigencia del artículo 3º de la Ley 1395 de 2010, esto es, el 20 de junio de 2011, para efectos de la determinación de la cuantía se tiene en cuenta “el valor de la suma de todas las pretensiones acumuladas al momento de la presentación de la demanda”. ]  [6:  Si bien la demanda fue presentada el 5 de diciembre de 2002, antes de la entrada en operación de los juzgados administrativos, ya se encontraban vigentes las disposiciones del artículo 40 de la Ley 446 de 1998 que modificó el artículo 132 del Código Contencioso Administrativo, que en su numeral 6º atribuía a los tribunales administrativos el conocimiento en primera instancia de las acciones de reparación directa cuando la cuantía excediera de 500 salarios mínimos. Así, debido a que para la fecha de la presentación de la demanda, año 2002, 500 smlmv correspondían a $154.500.000, y la sumatoria de las pretensiones de la demanda arrojan $1.114.000.000, es claro que la primera instancia debía ser tramitada por el Tribunal Administrativo del Magdalena y la segunda instancia por el Consejo de Estado.    ] 


III. Acción procedente

11. Sobre la acción procedente, la Sala destaca que es el motivo por el cual la primera instancia no emitió un pronunciamiento de fondo, de suerte que los argumentos de la apelación se encaminan directamente a refutar dicha conclusión a la que llegó el a-quo. 

11.1. De este modo, vale decir que debido a las múltiples formas en las que se expresa la administración pública, el Código Contencioso Administrativo fijó la extensión del control de la jurisdicción de lo contencioso administrativo, de suerte que le otorgó la facultad para juzgar actos administrativos, hechos, omisiones,  operaciones administrativas, contratos estatales[footnoteRef:7] e inclusive actos políticos y de gobierno[footnoteRef:8].   [7:  El texto del artículo 83 del Código Contencioso Administrativo refiere al control sobre “los contratos administrativos y privados con cláusula de caducidad”, no obstante, debe aclararse que con la expedición de la Ley 80 de 1993, el Estatuto de la Contratación Estatal eliminó la clasificación de contratos administrativos y los denominó contratos estatales. ]  [8:  Así lo previó el artículo 82 del Código Contencioso Administrativo: “(…) Esta jurisdicción podrá juzgar, inclusive, las controversias que se originen en actos políticos o de gobierno”. ] 


11.2. En consonancia con lo anterior, dicha legislación puso a disposición de los administrados mecanismos procesales diversos, con el propósito de plantear ante los jueces los conflictos que se susciten entre ellos y la administración pública; dentro de los que tienen una naturaleza ordinaria[footnoteRef:9] se encuentran las acciones de nulidad, nulidad y restablecimiento del derecho, reparación directa y controversias contractuales[footnoteRef:10]. [9:  Vale aclarar que existe otros mecanismos de control de orden constitucional, como lo son la acción popular y la acción de grupo, regulados por la Ley 472 de 1998.  ]  [10:  El código contencioso administrativo, en el artículo 88, preveía la acción de definición de competencias administrativas, pero dicha disposición fue derogada por la Ley 954 de 2005.  ] 


11.3. De esta forma, se ha considerado que el adecuado empleo de tales acciones no depende de la libre escogencia de quienes acuden a la jurisdicción contenciosa administrativa, sino de la forma como la Administración se haya expresado o dado origen al desmedro o daño que el reclamante alega. Así lo ha considerado el Consejo de Estado: 

Por otra parte, como reiteradamente lo ha sostenido la Sala, es necesario establecer cuál es el origen del daño que se alega, para determinar así mismo, cuál es la acción correcta; puesto que si aquel procede o se deriva directamente de un acto administrativo que se considera ilegal, éste deberá demandarse en ejercicio de la acción de nulidad y restablecimiento del derecho, consagrada en el artículo 85 del C.C.A; pero si el daño proviene del incumplimiento de una obligación contractual, o del proferimiento de actos administrativos contractuales, o, en fin, de una relación contractual existente entre el afectado y la entidad estatal, las reclamaciones que pretendan efectuarse con fundamento en la misma, deberán encauzarse por la vía de la acción relativa a controversias contractuales, contemplada en el artículo 87 del Código Contencioso Administrativo.

Pero si el daño proviene, como lo dice el artículo 86, de un hecho, una omisión, una operación administrativa o la ocupación temporal o permanente de un inmueble por causa de trabajos públicos o por cualquier otra causa, la acción procedente será la de reparación directa[footnoteRef:11]. [11:  Consejo de Estado, Sección Tercera, sentencia del 30 de enero de 1997, exp. 1232, C.P. Carlos Betancur Jaramillo. ] 


11.4. Nótese entonces como la acción de simple nulidad fue regulada por el artículo 84 del Código Contencioso Administrativo, para el ejercicio del control de legalidad sobre los actos administrativos por cuyo ejercicio se somete a examen la validez de la decisión de la administración, con el único fin de confrontarla con el orden jurídico y establecer si se ajusta a este o no.  Esta acción le permite a las partes pedirle al juez la verificación del respeto a las normas superiores en que debía fundarse, la veracidad de sus motivos, la ausencia de vicios en su expedición, la competencia de quien lo ha expedido y que en su ejercicio no se hayan desviado las atribuciones que la ley le confiere.

11.5. Así, el control de legalidad que ejerce el juez en el marco de esta acción está encaminado a la confrontación del acto con el orden jurídico, y tiene como finalidad mantener la legalidad y expulsar del ordenamiento aquella decisión administrativa de carácter general que adolece de vicios que afectan su validez.

11.6. Por su parte, cuando la acción no sólo está llamada a ejercer el control de legalidad de la decisión administrativa, sino a obtener el restablecimiento del derecho y/o la reparación del eventual perjuicio, ha de ejercerse la acción de nulidad y restablecimiento del derecho prevista en el artículo 85 ibídem.

11.7. De otro lado, en los términos del artículo 86 del Código Contencioso Administrativo, la acción procedente para deprecar en sede judicial la declaratoria de responsabilidad extracontractual del Estado y la correspondiente reparación de perjuicios derivados de un hecho, omisión u operación administrativa, imputables a la administración pública, así como por la ocupación temporal o permanente de un inmueble, es la de reparación directa.

11.8. Esta acción ostenta un contenido netamente reparador y es el medio idóneo para juzgar la responsabilidad estatal, cuando el daño cuya indemnización se pretende ha sido generado por la conducta activa u omisiva de la administración, por una operación administrativa u ocupación de bien inmueble; así, cuando se cuestiona una actuación de hecho de la administración pública, es la acción de reparación directa la llamada a servir de mecanismo procesal para la tutela judicial de los derechos de las víctimas.  

11.9. De igual manera, se ha considerado que procede la acción para obtener la reparación de perjuicios derivados de la ejecución de un acto administrativo, únicamente cuando no está en cuestión su legalidad[footnoteRef:12], en aquellos casos en que la decisión legalmente proferida genera desequilibrio frente a las cargas públicas. [12:  Al respecto se ha pronunciado en forma reiterada la Corporación.  Ver: Consejo de Estado, sentencia de 8 de marzo de 2007, radicación 16.42, Ponente: Ruth Stella Correa Palacio.] 


11.10. Sin embargo, cuando se cuestiona la legalidad de un acto administrativo, esto es, se alegan vicios que afectan la validez de una decisión adoptada por la administración con el fin de crear, modificar o extinguir una determinada situación jurídica, la reparación de los eventuales perjuicios derivados de su ilegalidad solo procede previa anulación del acto administrativo que los determinó.
 
12. Esclarecido lo anterior, para el presente asunto se encuentra que la demanda fue presentada en un inicio como una acción de “controversias contractuales”, así: “Yo, Juan Antonio Pabón Arrieta (…) por intermedio del presente memorial acudo ante ustedes a presentar demanda en acción de contractual en contra del Instituto Colombiano de Reforma Agraria “Incora” (…)” (fl. 3, c1). 

12.1. No obstante, también es cierto que durante el trámite, el 18 de noviembre de 2008, el apoderado de los demandante procedió a “adicionar” la demanda en el sentido de afirmar que “en el evento en que la acción propuesta no sea la contractual consagrada en el artículo 87 del C.C.A., en defecto de ella y de manera supletoria invoco la acción de reparación directa y cumplimiento de que trata el artículo 86 del C.C.A.” (fl. 127 a 132, c.1). Dicha adición de la demanda en principio fue denegada por extemporánea por el Tribunal Administrativo del Magdalena en auto del 6 de junio de 2008 (fl. 158 y 159, c.1); pero vía recurso de reposición presentado por la parte actora, dicho despacho, mediante decisión del 1º de agosto de 2008, accedió a  reponer el contenido del auto anterior, para en su lugar admitir la adición de la demanda y ordenar su notificación a los entes demandados (fl. 171 a 175, c.1).
12.2. De este modo, se tiene que en la apelación el accionante aseveró que en realidad planteó acción de reparación directa, por cuanto así lo manifestó en la adición de la demanda[footnoteRef:13], sin embargo, lo que la Sala observa es que  el accionante claramente expresó que persistía en la acción de controversias contractuales, solo que “en caso de no serlo”, de manera supletoria proponía que fuera la de reparación directa.  [13:  No obstante se considera que tal escrito obedeció más bien a una reforma de la demanda en los términos del artículo 89 del Código de Procedimiento Civil.] 


12.3. Para la Sala, lo anterior da cuenta de que el apoderado de la parte accionante no tenía claridad de cuál acción imponer, pues dependiendo de cuál se adecuaba más a sus intereses, le dejó la opción al juez de definir si era la de controversias contractuales o la de reparación directa.  

12.4. La demanda así planteada, revela que esta carece de rigor técnico e igualmente da cuenta de una actitud aventurada del libelista. Ello se evidencia del primer escrito de demanda, en el que pese a que alude a que presenta una acción de controversias contractuales, en la pretensiones solo refiere a peticiones meramente resarcitorias, como si se tratara de una acción de reparación directa, ya que no expresa que lo que se persigue deba ser la consecuencia de la declaración de existencia de un contrato, de su nulidad, de su revisión o de la declaración de su incumplimiento, etc. (fl. 4, c.1). Igualmente se erige del escrito de “adición” de la demanda, donde persiste en que se trata de acción de controversias contractuales, pero igualmente plantea de manera supletoria la de reparación directa. No obstante, una vez declarada por la primera instancia la excepción de inepta demanda por indebida escogencia de la acción y habida consideración de que el a-quo dijo que no debió plantearse una demanda de controversias contractuales, en la apelación el accionante aseveró que en la adición de la demanda sí dijo que se trataba de una acción de reparación directa, lo cual no es del todo cierto como antes se vio.

12.5. Tales imprecisiones continúan, porque vistas las pretensiones de la demanda inicial, en estas se asevera que el INCORA y la Superintendencia de Notariado y Registro deben ser condenadas reparar integralmente a los actores como consecuencia de una “permanente perturbación del derecho de propiedad y posesión de un bien inmueble proindiviso de los actores”, por la “expropiación que por vía de hecho clandestina y sin proceso de extinción de dominio realizó el Instituto Colombiano de la Reforma Agraria”. Igualmente se dice que el daño devino del fraccionamiento del bien de los accionantes y su “adjudicación como baldíos a terceros adjudicaciones (sic) administrativas que se inscribieron en el registro público de manera irregular y antijurídica” (v. parr 1). Adicionalmente, indica que se trata de una “perturbación al uso y disfrute de las cosas y su oportuna explotación económica” (v. párr. 1.1). También, en el contenido de la demanda, se dice que el INCORA ejerció conductas permanentes que incluyen “la de estar adjudicando mediante actos administrativos en beneficio de terceros y como bien baldío (…) un predio de propiedad particular” (fl. 6, c.1), y en los alegatos  conclusión de segunda instancia se asevera que se trata de “la ocupación temporal o permanente de un inmueble” (fl. 427, c.9). 

12.6. Así, la parte accionante alude a figuras tales como: expropiación, extinción de dominio, perturbación, ocupación temporal y permanente, y adjudicación mediante actos administrativos, todas con connotaciones distintas y las cuales se invocan, al parecer, con el ánimo de generar confusión. En otras palabras, pareciera que el accionante hace un esfuerzo infructuoso en ocultar el verdadero origen del daño, pues si bien, por un lado, da a entender que deviene de un contrato estatal, pues plantea la demanda como de controversias contractuales; de otro, lanza expresiones al vacío que aluden a diversos comportamientos de la administración que van desde un hecho, producto de una operación administrativa por la ocupación de un inmueble, hasta la expedición de actos administrativos que hayan declarado la expropiación, extinción de dominio o adjudicación de un predio.   

13. De esta suerte, corresponde a la Sala identificar primero cuál es el daño que se alega, para consecuentemente dilucidar, dónde se encuentra el origen del mismo.

13.1. En este orden de ideas, independientemente de las imprecisiones de la demanda, hay claridad en cuanto a que el daño que se alega consiste en la perturbación o afectación del derecho de la propiedad que los actores dicen tener sobre el bien inmueble denominado “Capitanejo” o “Villa Emilia”, ubicado en zona rural el Municipio de Ciénaga – Magdalena e identificado con matrícula inmobiliaria n.° 222-15537.  

14. Aclarado en qué consiste el daño alegado, sobre el origen del mismo es preciso aludir a las siguientes pruebas que se allegaron a este proceso: 

14.1. Certificado de tradición y libertad de la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos de Ciénaga, relativo al predio denominado “Lote La Emilia” registrado a folio de matrícula inmobiliaria n.° 222-15537, de una extensión de 1.500 hectáreas. De igual manera, partir de las múltiples anotaciones que allí aparecen, se evidencia que algunos de los demandantes adquirieron dicho bien mediante sucesión, con ocasión de la siguientes sentencias: (i) del 21 de marzo de 1955 del Juzgado 1º Civil del Circuito de Ciénaga, cuyo causante fue el señor Miguel Antonio Henríquez de Granados; (ii) del 10 de julio de 1989 del Juzgado Civil del Circuito de Ciénaga, adjudicación sobre el 50% del predio que le pertenecía a la causante Ana Dolores Álvarez de Henríquez; (iii) del 8 de noviembre de 1989 del Juzgado Segundo Civil Municipal de Ciénaga, sobre adjudicación de un derecho de cuota (1/20 parte) del causante Antonio Santos Henríquez a María Luisa Henríquez; (iv) del 19 de noviembre de 1991 del Juzgado 1º Promiscuo de Familia, sucesión de Libia Ortega de Jaramillo a Oscar Jaramillo Ortega (2/20 parte); y (v) del 8 de mayo de 1990 del Juzgado Civil del Circuito de Ciénaga de la Rosal Elsa Henríquez a Delma Rebeca Lahman de Henríquez (2/20 parte), entre otras (fl. 19 a 20, c.1).  

14.2. Resolución n.° 00748 del 18 de agosto de 1978 emitida por el INCORA, a través de la cual adjudicó a favor de Heriberto Avendaño García  y Eliécer Avendaño García, “el terreno baldío denominado Los Playones” ubicado en la vereda Orihueca del Municipio de Ciénaga, Departamento del Magdalena, con una extensión superficiaria de 388 hectáreas, donde se señaló que la adjudicación se encontraba amparada por “la presunción de derecho establecida en el artículo 6º de la Ley 97 de 1946, por cuanto se demostró que el adjudicatario viene explotando el predio desde hace más de diez (10) años” (fl. 297, c.1). Según certificado de tradición y libertad expedido el 10 de diciembre de 2002, al inmueble le fue asignada la matrícula inmobiliaria n.° 222-2050, dicha resolución que fue inscrita el 24 de octubre de 1978, con la especificación de “adjudicación” (fl.35, c.1)     

14.3. Resolución n.° 0084 del 19 de febrero de 1990, expedida por el INCORA, por medio de la cual se adjudicó a favor de Miguel Alfonso Revollo Bustamante, el “terreno baldío denominado Viva la Vida”, ubicado en el corregimiento Orihueca del Municipio de Ciénaga, de un extensión aproximada de 360 hectáreas. En el artículo 2º de dicha resolución se consignó que “la adjudicación sí queda amparada por la presunción de derecho establecida en el artículo sexto de la Ley 97 de 1946, por cuanto se demostró que el adjudicatario viene explotando el predio desde hace más de cinco años” (fl. 300, c.1). Según certificado de tradición y libertad expedido el 10 de diciembre de 2002, al inmueble le fue asignada la matrícula inmobiliaria n.° 222-16941 y dicha resolución fue inscrita el 20 de febrero de 1990, con la especificación de “adjudicación baldío” (fl. 34, c.1).

14.4. Resolución n.° 00587 del 30 de mayo de 1991, expedida por el INCORA de Santa Marta, por medio de la cual se adjudicó a favor de Víctor Hugo Mejía Pérez, el “terreno baldío denominado Santa Helena”, ubicado en el corregimiento Orihueca del Municipio de Ciénaga, de un extensión aproximada de 360 hectáreas con 2.100 metros cuadrados. En el artículo 2º de dicha resolución se consignó que la adjudicación sí queda amparada por “la presunción de derecho establecida en el artículo sexto de la Ley 97 de 1946, por cuanto se demostró que el adjudicatario viene explotando el predio desde hace más de 7 años” (fl. 298, c.1). Según certificado de tradición y libertad expedido el 10 de diciembre de 2002, al inmueble le fue asignada la matrícula inmobiliaria n.° 222-18169 y la resolución aludida fue inscrita el 12 de junio de 1991, con la especificación de “adjudicación baldíos” (fl. 33, c.1). 

14.5. El 22 de junio de 1995, entre los señores Germán Gustavo Henríquez Anaya[footnoteRef:14] y la Asociación de Usuarios Campesinos Independientes de Ciénaga, se celebró contrato, mediante el cual el primero dio “en arrendamiento con opción de compra a la Asociación de Usuarios Campesinos Independientes de Ciénaga (…) una porción de terreno de MIL CIENTO OCHO HECTÁREAS, CINCO MIL OCHOCIENTOS NOVENTA Y CUATRO METROS CUADRADOS” del predio llamado “Villa Emilia” o “Capitanejo” (fl. 138 y 139, c.1) [14:  En esa oportunidad, el señor Germán Gustavo Henríquez Anaya dijo actuar en nombre propio y en representación de los Manuel Antonio Henríquez, Miguel Antonio Henríquez, Ramona Henríquez Alvarez de del Toro, Maria Luisa Henríquez Diazgranados, Oscar Jaramillo Ortega, Teresa Escobar de Torres, Rebeca Lahman, Cecilia Dolores Henríquez de Rueda, Ana Cecilia Henríquez y Ramona Henríquez, personas que también figuran como demandantes en este proceso. ] 


14.6. Igualmente, dentro del plenario aparece escrito del 14 de febrero de 1995, dirigido al “Gerente Incora Regional Santa Marta”, suscrito por Germán Gustavo Henríquez Anaya, quien en nombre y representación de Manuel Antonio Henríquez Álvarez, Teresa Escobar de Torres, Ramona de Jesús Henríquez de del Toro, Cecilia Dolores Henríquez de Rueda y Delma Rebeca Lahman e igualmente en calidad de administrador del predio “Villa Emilia o Capitanejo”, presentó solicitud de revocatoria directa en contra de las Resoluciones 0084 del 19 de febrero de 1990 y del 00748 del 18 de agosto de 1978, ambas expedidas por el INCORA así (fl. 256 a 262, c.5): 

(…) basado en las normas que consagran la prerrogativa legal de la REVOCATORIA DIRECTA, acudo ante el despacho de su digno cargo, en comedida solicitud que se me concedan los siguientes derechos: 

1. El privilegio de la REVOCATORIA DIRECTA en favor de la comunidad que represento de las Resoluciones números 0084 del 19 de febrero de 1990 y número 00748 del 18 de agosto de 1978, proferidas por el Instituto Colombiano de la Reforma Agraria (INCORA), seccional Santa Marta, mediante las cuales se adjudicaron a HERIBERTO AVENDAÑO GARCÍA y a MIGUEL ALFONSO REVOLLO BUSTAMANTE los predios denominados “Villa Toyi” y “Viva la Vida” respectivamente, causando un agravio injustificado a la referida comunidad, que es legítima propietaria de dichos predios. 

2. Que por providencia de igual categoría y eficacia se declare que los predios denominados “Villa Toly” y “Viva la Vida, con cabidas de 388 hectáreas 3.794 metros cuadrados y 360 hectáreas respectivamente, ubicados, ambos, en el Municipio de Ciénaga (Mag.), son porciones proindivisas del globo de terreno de mayor extensión con cabida de 1.500 hectáreas denominadas “Villa Emilia” y/o “Capitanejo” de propiedad privada de la comunidad que represento (….) (Se destaca)

14.7. El anterior escrito fue complementado con el del 25 de abril de 1995, suscrito también por el señor Germán Gustavo Henríquez Anaya, para igualmente solicitar la revocatoria de la Resolución 00587 del 30 de mayo de 1991, expedida por el INCORA (fl. 263, c.5):

(…) acudo al despacho se su digno cargo, para que dentro de la solicitud de las referencias, avoque conocimiento y se sustancien bajo una misma cuerda procesal administrativa, esta última, solicitud de revocatoria directa de la Resolución # 00587 de mayo 30 de 1991, adjudicada al señor Víctor Hugo Mejía Pérez, bajo el nombre del predio de Santa Helena, que forma parte del predio de 1.500 hectáreas denominado Villa Emilia o Capitanejo de propiedad de los herederos Henríquez Álvarez, como consta en la documentación que aporto, en la solicitud de revocatoria directa de febrero 14/95, pendiente de trámite en su despacho. 

Los fundamentos son los mismos consignados en la solicitud inicial de la fecha de febrero 14/95, referente a que estos predios son de propiedad privada y no baldíos como equivocadamente fueron adjudicados a terceros, de estos últimos del cual también solicité su revocatoria, aclarándole de paso que las actuaciones están viciadas de los mismos errores y mala fe de los peticionarios (…)  (Se destaca)

14.8. No obstante lo anterior, en el plenario también aparece que el señor Gustavo Enriquez Anaya, quien actuaba a nombre de los copropietarios del predio “Villa Emilia”, el 19 de septiembre de 1996 presentó escrito ante el INCORA por medio del cual desistió de la solicitud de revocatoria directa de la resolución 0084 del 19 de febrero de 1990, ya que mediante escritura pública número 1812 del 8 de agosto de 1996 de la Notaría Primera de Santa Marta había enajenado una parte de ese predio conocido como “Viva la Vida” (fl. 89, c.6):

Por medio del presente escrito concurro a ese despacho con el fin de manifestarle que desisto de la solicitud de revocatoria directa que instauré ante esa gerencia regional en contra de las resoluciones número 084 de febrero 19 de 1990, por medio de la cual se adjudicó como baldío el predio rural denominado VIVA LA VIDA, ubicado en jurisdicción del Municipio de Ciénaga – Magdalena, iniciado mediante providencia calendada el 4 de julio de 1995.

Lo anterior por cuanto mediante escritura pública número 1812 del 8 de agosto de 1996 otorgada en la Notaría Primera de Esta ciudad y registrada el 29 del mismo mes y año en el folio de matrícula inmobiliaria 22-0015537 de la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos de Ciénaga. 

14.9. Igual solicitud radicó el 19 de junio de 1996 ante el INCORA el representante legal de los copropietarios del bien “Villa Emilia” respecto de la solicitud de revocatoria directa que había presentado respecto de la Resolución n.° 0587 del 30 de mayo de 1991, veamos (Fl. 90, c.6): 

Por medio del presente escrito concurro a ese despacho con el fin de manifestarle que desisto de la solicitud de revocatoria directa que formulé ante esa gerencia regional en contra de las resolución número 0587 del 30 de mayo de 1991, por medio de la cual se adjudicó como baldío el predio rural denominado SANTA HELENA, ubicado en jurisdicción del Municipio de Ciénaga – Magdalena, iniciado mediante providencia calendada el 4 de julio de 1995.

Lo anterior por cuanto mediante escritura pública número 1812 del 8 de agosto de 1996 otorgada en la Notaría Primera de Esta ciudad y registrada el 29 del mismo mes y año en el folio de matrícula inmobiliaria 22-0015537 de la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos de Ciénaga. 

14.10. En efecto, conforme aparece en la anotación n.° 9, correspondiente al folio de matrícula inmobiliaria n.° 222-15537, mediante escritura pública n.° 1812 del 8 de agosto de 1996, los propietarios por indiviso del predio “La Emilia”, señores: Delma Lahman Henríquez, Teresa Escobar de Torres, Ana Cecilia Henríquez Henríquez, María Concepción Henríquez Henríquez, Rafael José Henríquez Henríquez, Oscar José Jaramillo Ortega, Guillermo Antonio Henríquez Torres y María Teresa Henríquez de Diazgranados, transfirieron a título de venta, a favor de Augusto Quintero Dandgond y Emel Enrique Álvarez Quintero los derechos de cuota que les correspondían (fl. 20, c.1) (v. párr. 13.2.1).

14.11. En respuesta a los desistimientos presentados por Gustavo Henríquez Anaya (v. parr 14.1.), el 19 y 20 de mayo de 1997 el INCORA – Regional Magdalena, emitió dos pronunciamientos en los que puso de presente que no era posible acceder al desistimiento del trámite de revocatoria directa de las resoluciones 0587 del 30 de mayo de 1991 y 084 del 19 de febrero de 1990, por cuanto era indispensable agotar el procedimiento que para tal fin consagraba la Ley 160 de 1994, con el propósito de decidir de fondo si procedía la revocatoria solicitada (fl. 45 a 48, c.6). 

14.12. Oficio del 8 de noviembre de 1995, por medio del cual el Instituto Geográfico Agustín Codazzi - Seccional Magdalena, le dio respuesta a una petición presentada por Germán Gustavo Henríquez Anaya, en el siguiente sentido (fl. 275, c.1): 

(…) nos permitimos informarle que del predio identificado con el n.° 00-02-007-0072-00, denominado “La Emilia”, ubicado en el Municipio de Ciénaga, se han desenglobado tres (3) predios por resoluciones del Incora, cuyas matrículas inmobiliarias son: 222-0002050-87, 222-0016941-91 y 222-0018169-91 (…)  

14.13. Adicionalmente se observa que el 13 de mayo de 1997, el Tribunal Administrativo del Magdalena emitió sentencia dentro de un proceso de acción de tutela iniciado por el señor Germán Gustavo Henríquez Anaya, por medio del cual este último solicitó se tutelara el derecho fundamental de petición, comoquiera que el 19 de diciembre de 1996 elevó una solicitud  ante el INCORA con la finalidad de que esa entidad procediera a la entrega de las copias del Diario Oficial donde se reproducían las partes resolutivas de las Resoluciones 00748 del 7 de agosto de 1978, 0084 del 19 de febrero de 1990 y 00587 del 30 de mayo de 1991, frente a lo cual si bien había recibido respuesta, la misma no fue satisfactoria para el accionante, habida cuenta que “no se me anexaron las publicaciones de aquellos diarios oficiales a los que me he venido refiriendo”, pues la contestación se redujo a que el INCODER solo contaba con los soportes de pagos de tales publicaciones. La tutela fue denegada por dicho tribunal con base en lo siguiente (fl. 144 a 151, c.6):    

Resalta la Sala de conformidad con los documentos allegados a la petición, informe suministrado por el ente oficial que resulta por demás manifiesto el que al accionante se le haya proporcionado la información por él requerida. 

En efecto, en a (sic) folios 14 y 15 afloran copias informales de sendas comunicaciones signadas por el doctor Roberto Ruiz Romero, Jefe de la Seccional Jurídica Regional del INCORA y dirigidas al aquí accionante. En los susodichos escritos se le pone en conocimiento acerca de la imposibilidad de atender el pedimento de las copias impetradas, esto es, los Diarios Oficiales en los que se publicaron las resoluciones de adjudicación en razón de que para efectos legales es suficiente la constancia de haberse consignado las expensas por concepto de derechos de publicación y para corroborar tal aserto se adjuntaron las respuestas correspondientes, fotocopias de los documentos en los que consta el haberse efectuado tal pago. 

La corporación considera que los términos en los cuales se absolvieron las solicitudes formuladas por el accionante colman a plenitud las pretensiones (…) no ha de perderse de vista que una vez adjudicado a un beneficiario de conformidad con el Decreto 2703 de 1981 hacer publicar en el Diario Oficial la resolución de adjudicación correspondiente, formalidad esta que se entendía consumada o cumplida con la acreditación de haber efectuado el pago de los derechos pecuniarios establecidos, que fue precisamente, lo que aconteció dentro del sub lite, en donde a folios 16 y 20 el ente oficial hizo llegar a este trámite tutelar las constancias en mención, copias de los cuales se le suministraron también al accionante. De tal suerte que en momento alguno la normatividad en cita exigía el que al adjudicatario entregara al INCORA un ejemplar del diario en donde se efectuó la publicación a fin de adjuntarlo a la actuación administrativa, y en tal virtud resulta apenas dable suponer que la entidad pública carezca del citadio medio de publicación, el cual válidamente puede ser requerido a la Imprenta Nacional (…) (fl. 143 a 151, c.6) 

15. El anterior recuento probatorio esclarece lo aquí discutido y conforme a ello no cabe duda que la responsabilidad que se le pretende endilgar a los entes demandados deviene de la expedición de sendos actos administrativos, mediante los cuales se adjudicaron varios inmuebles baldíos por parte del INCORA. 

15.1. Nótese entonces como el argumento principal de la demanda, consistió en que el INCORA, “mediante actos administrativos en beneficio de terceros y como un bien baldío”, presuntamente adjudicó de forma clandestina algunas partes del terreno denominado “La Emilia” registrado a folio de matrícula inmobiliaria n.° 222-15537, adquirido por los accionantes mediante varios juicios de sucesión (v. párr. 14.1.)

15.2. En efecto, se resalta que en los hechos de la demanda el censor asevera que se trata de una “expropiación mediante vías de hecho por parte del Instituto Colombiano de la Reforma Agraria “Incora” se (sic) adelantó adjudicando a particulares el bien inmueble de propiedad pro-indiviso de los actores y mediante los actos administrativos que se describen a continuación (…)” (fl. 8, c.1)

15.3. De este modo, los actos a los que se refiere el libelista de la parte demandante son, ciertamente, las Resoluciones n.° 00748 del 18 de agosto de 1978, 0084 del 19 de febrero de 1991 y 00587 del 30 de mayo de 1991, por medio de las cuales el INCORA adjudicó sendos terrenos conocidos con los nombres de “Los Playones”, “Viva la Vida” y “Santa Helena”, respectivamente; actos administrativos en los que se expresó que las adjudicaciones quedaban amparadas por la presunción de derecho establecida en el artículo 6º de la Ley 97 de 1946[footnoteRef:15], consistente en que todo terreno adjudicado por el Estado ha sido baldío cuando su dominio no ha sido controvertido y su explotación se haya producido por un tiempo mínimo de cinco años, cuyas copias efectivamente responsan dentro del presente expediente (v. párr. 14.3, 14.4 y 14.5).  [15:  El artículo 6º de la Ley 97 de 1946 establecía: Presúmese de derecho que todo terreno adjudicado por el Estado ha sido baldío, cuando la resolución de adjudicación. Respecto de los terrenos adjudicados a la vigencia de esta ley, la presunción de que se ha hablado tendrá cabida en las siguientes condiciones:   
Si se tratase de adjudicaciones hechas con cinco o más años a la vigencia de esta ley, deberá acreditarse, además de la explotación actual, que no haya sido controvertido el domino de adjudicatario, o que habiéndole sido, el juicio le fue favorable mediante sentencia que haya hecho tránsito a cosa juzgada,. Si de adjudicaciones hechas en un periodo menor, será necesaria la comprobación de la explotación mínima de cinco años, además de las circunstancias del caso anterior sobre controversia del dominio. La prueba de la explotación para estos casos deberá regirse por el procedimiento que al efecto se señale en el respectivo Decreto reglamentario de esta ley.   
La presunción de derecho que aquí se consagra, no surtirá efectos contra terceros sino después de un año, a partir de la fecha de la inscripción de la providencia de adjudicación de la Oficina de Registro competente; y desde la fecha de la inscripción de la providencia en que se declaren cumplidos los requisitos que se indican en el inciso interior para los casos de adjudicaciones anteriores a la vigencia de esta ley”. 
] 


15.4. Luego, si la parte actora considera que tales adjudicaciones no se hicieron conforme a ley, por tratarse de terrenos que no eran baldíos sino que hacían parte de un bien privado, en este caso del lote “La Emilia” o “Capitanejo”, la discusión se refiere a un juicio de legalidad en el que lo pertinente era controvertir los aludidos actos administrativos mediante la acción de nulidad y restablecimiento del derecho consagrada en el artículo 85 del Código Contencioso Administrativo. 

15.5. Y es que, efectivamente, los actores conocían que el origen del daño se encontraba en los referidos actos administrativos, situación que está debidamente comprobada en este proceso, comoquiera que dentro del acervo reposan documentos que datan del 14 de febrero de 1995 (v. párr. 14.6) y del 25 de abril de 1995 (v. párr. 14.7), que evidencian que el señor Germán Gustavo Henríquez Anaya, quien fungía como representante de los actores, le solicitó al INCODER la revocatoria directa de las resoluciones 00748 del 18 de agosto de 1978, 0084 del 19 de febrero de 1991 y 00587 del 30 de mayo de 1991, justamente, bajo el argumento de que constituían porciones de terreno que, en su criterio, no eran baldías y que pertenecían al inmueble de mayor extensión denominado “Villa Emilia” o “Capitanejo”. 

15.6. Luego, así no se diga de manera expresa en la demanda, lo cierto es que en esta sí se discute la legalidad de los pronunciamientos expedidos por el INCORA, solo que en lugar de identificarlos como actos administrativos, los calificó como una “vía de hecho” que dio lugar a la “ocupación” del inmueble de su propiedad.   

15.7. Curiosamente, el hecho de que el señor Germán Gustavo Henríquez haya solicitado la revocatoria de los mencionados actos, contrasta con su comportamiento posterior, pues también se demostró que a través del escrito del 19 de junio de 1996, intentó desistir de la solicitud de revocatoria directa de las Resoluciones n.° 0084 del 19 de febrero de 1990 y 0587 del 30 de mayo del 1991, bajo el argumento de que las partes del predio “Villa Emilia” conocidas como “Viva la Vida” y “Santa Helena” habían sido enajenadas por los propietarios proindiviso el 8 de agosto de 1996, mediante la escritura pública de compraventa n. 1812 de la Notaría Primera de Santa Marta (v. párr. 14.8, 14.9 y 14.10), desistimiento que no fue aceptado por el INCORA mediante pronunciamientos del 19 y 20 de mayo de 1997 (v. párr. 14.11), sin que dentro de este proceso se conozca si finalmente tales actos fueron revocados. 

15.8. Ahora, si bien en el recurso de apelación se asevera que “la actuación adelantada por las entidades públicas facilitaron o dispusieron la ocupación de los terrenos de su propiedad”, no se trata en realidad de la típica ocupación de un inmueble por efectos de una obra pública o por cualquier otra causa de manera permanente o temporal, sino que alude a las consecuencias derivadas de las Resoluciones 00748 del 18 de agosto de 1978, 0084 del 19 de febrero de 1991 y 00587 del 30 de mayo de 1991 emitidas por el INCODER que sí constituyen el origen del presunto daño y que son las que debieron ser atacadas en este caso.  

15.9. Así,  en sintonía con lo dicho anteriormente, se trata de un asunto que no es susceptible de ser debatido a través de la acción de  controversias contractuales ni de reparación directa, ya que, se reitera, se refiere un daño derivado de pronunciamientos emitidos por el INCODER mediante actos administrativos, que inclusive ya se ha discutido a través de la figura de la revocatoria directa.      

15.10. No procede entonces la acción de reparación directa ni la de controversias contractuales, pues las conductas que la parte demandante señala como acciones u omisiones de la administración, esto es, la adjudicación de una parte del terreno, que aducen que es de su propiedad, a favor de terceros so pretexto de ser baldío, es una situación que tuvo su origen en la expresión del Estado mediante sendos actos administrativos cuya legalidad debe ser desvirtuada. 

15.11. En suma, la acción de controversias contractuales, que fue la  escogida en la demanda inicial, no es la adecuada, por cuanto no se advierte que el daño se haya originado en virtud de la celebración de un contrato estatal. Tampoco lo es la de reparación directa, como se afirma en el recurso de apelación, pues a través de esta vía no le corresponde al juez verificar asuntos de estricta legalidad como lo serían los relativos a la adjudicación de bienes baldíos por parte del Estado, tratándose, sin duda, de asuntos que deben tramitarse por la vía de la acción de nulidad y restablecimiento del derecho. 

15.12. Ello conlleva a inferir que, ciertamente, hay lugar a la excepción de indebida escogencia de la acción, tal como lo declaró el Tribunal Administrativo del Magdalena. 

16. De este modo, en aras de salvaguardar el derecho de acceso a la administración de justicia, y en aplicación del principio iura novit curia, correspondería a esta Sala conocer el presente asunto bajo el entendido de que se trata de una acción de nulidad y restablecimiento del derecho. 

16.1. No obstante, tampoco es posible un pronunciamiento de fondo bajo ese supuesto, por cuanto para ello hay que tener en cuenta igualmente el término de la caducidad correspondiente, acorde con lo consagrado en el numeral 4º del artículo 136 del Código Contencioso Administrativo[footnoteRef:16] que para la acción de nulidad y restablecimiento del derecho contra actos de adjudicación de baldíos proferidos por el INCORA señala un término de 2 años contados a partir de su publicación, y para los terceros, desde la inscripción del acto en la Oficina de Instrumentos Públicos.  [16:  El artículo 136 del Código Contencioso Administrativo, dispone: (…) 4. Sin perjuicio de lo dispuesto en la Ley Agraria, la acción de nulidad y restablecimiento del derecho contra los actos de adjudicación de baldíos proferidos por el Instituto Colombiano de la Reforma Agraria, Incora, caducará en dos (2) años, contados desde el día siguiente al de su publicación, cuando ella sea necesaria, o desde su ejecutoria, en los demás casos. Para los terceros, el término de caducidad se contará a partir del día siguiente de la inscripción del acto en la correspondiente Oficina de Instrumentos Públicos”.] 


16.2. De este modo, comoquiera que los actores no fueron los beneficiarios de las adjudicaciones hechas mediante las Resoluciones 00748 del 18 de agosto de 1978, 0084 del 19 de febrero de 1990 y 0587 del 30 de mayo de 1991, se tratarían de terceros interesados, respecto de quienes el término de caducidad empezaría a contar a partir de la inscripción de los actos en los correspondientes folios de matrícula inmobiliaria de cada uno de los terrenos que fueron adjudicados a través de las mencionadas resoluciones[footnoteRef:17], esto es, a partir del 24 de octubre de 1978 (v. párr. 14.2.), 20 de febrero de 1991 (v. párr. 14.3) y 12 de junio de 1991 (v. párr. 14.4), tal como aparece en los folios de matrícula inmobiliaria n.° 222-2050, 222-16941 y 222-18169, respectivamente. Bajo ese entendido, si se tiene en cuenta que la demanda fue radicada el 5 de diciembre de 2002, el término de caducidad de dos años para la acción de nulidad y restablecimiento del derecho estaría vencido respecto de todos los actos administrativos en mención.    [17:  “c)	Los actos administrativos relacionados con la adjudicación de baldíos, se escapan a las formas de publicidad antes anotas y desde la propia Ley de 1.936 hasta nuestros días, la múltiple legislación que se ha ocupado de la materia indica diversas formas para ello.
d)	Como bien lo precisa el a quo, en materia agraria y especialmente en punto tocante con la adjudicación de baldíos, el legislador colombiano ha distinguido entre predios cuya extensión superficiaria excede las cincuenta (50) hectáreas y aquellos otros inferiores a dicha cabida. La normatividad precisada en el auto recurrido, esto es, la Ley 97 de 1.946, Decreto 2002 de 1.953 y la Ley 135 de 1.961 hacen precisamente tal distinción. Adicionalmente a tales disposiciones legales, el Decreto 810 de 1.969 en su artículo 10, el Decreto 389 de 1.974 artículo 14, la Ley 4 de 1.973 artículo 38, la Ley 30 de 1.988 y el Decreto 2275 de 1.988 en su artículo 58 se ocupan del tema de la publicidad de los actos administrativos referentes a la adjudicación de baldíos, bajo la óptica que tuvo el Tribunal para arribar a la decisión materia del recursos que ahora se desata.
e)	La Sala agrega a lo anterior que conforme al Decreto 1250 de 1.970 que regula la inscripción de inmuebles en las oficinas de registro de Instrumentos Públicos, como servicio a cargo del Estado, tiene entre otras, la función de dar publicidad y a hacer oponible a todo el mundo los actos, negocios y providencias referidas a inmuebles. Concretamente el artículo 44 del referido estatuto prescribe que Por regla general ningún título o instrumento sujeto a registro o a inscripción surtirá efectos respecto de terceros sino desde la fecha de aquel. Es decir, que la publicidad producida con la inscripción en el registro público, jurídicamente, en materia de inmuebles, hace las veces de notificación y publicidad con efectos erga omnes, de tal suerte que desde entonces nadie podrá válidamente ignorar el hecho, acto, negocio o providencia que refleje la situación jurídica del bien”. Consejo de Estado, Sección Tercera, sentencia del 30 de julio de 1992, expediente n.° 7510, M.P. Daniel Suárez Hernández. 
] 


16.3. Se tiene entonces, que según la normativa, la publicidad dada a través de la inscripción en el correspondiente folio de matrícula inmobiliaria es suficiente para el agotamiento del requisito de publicidad, pero en gracia de discusión, y comoquiera que los demandantes aseveran que el INCODER actuó de manera oculta y que al no tratarse en realidad de bienes baldíos sino porciones de terrenos segregados de un bien particular, la correspondiente inscripción debía hacerse en el folio de matrícula inmobiliaria del predio “Villa Emilia” o “Capitanejo” identificado con el n.° 222-15537 (v. párr. 14.1), en el que nunca apareció la inscripción. 

16.4. Bajo este último supuesto, es necesario acudir al momento en que los actores tuvieron certeza de la existencia de las mencionadas Resoluciones 00748 del 18 de agosto de 1978, 0084 del 19 de febrero de 1990 y 0587 del 30 de mayo de 1991, fecha que conforme al plenario no es otra diferente a aquella en que se le solicitó al INCORA su revocatoria, estos es, desde el 14 de febrero de 1995 para las dos primeras (v. párr. 14.6) y desde el 26 de abril de 1995 (v. párr. 14.7) para la última, fechas desde las cuales también estaría más que caducada la acción de nulidad y restablecimiento del derecho al trascurrir más de dos años hasta la fecha de presentación de la demanda el 5 de diciembre de 2002.     

17. En consecuencia, esta colegiatura no solo encuentra vocación de prosperidad de la excepción de inepta demanda por indebida escogencia de la acción, ya que la adecuada no es ni la de controversias contractuales ni la de reparación directa; sino también que bajo la acción que es la idónea, esto es, la de nulidad y restablecimiento del derecho, esta se encuentra caducada, circunstancias que impiden un pronunciamiento de fondo, incluso bajo la aplicación del principio iura novit curia.    

17.1. Ello no significa que esta Sala desconozca que existe una limitación genérica para los operadores judiciales de dictar sentencias inhibitorias. Sin embargo, la Corte Constitucional ha sido enfática en afirmar que no se trata de una restricción absoluta, pues ha aceptado que en algunos casos, estos tipos de pronunciamiento se justifican ante la existencia de factores insalvables que imposibilitaban un pronunciamiento de fondo, cuando agotadas todas las herramientas, como en este caso, resulte imposible expedir una providencia de mérito, así lo dijo en sentencia C-666 de 96[footnoteRef:18]:  [18:  En el mismo sentido, sentencias T-1017/99 y T-713/13.] 


Desde luego, la proscripción de las inhibiciones no puede ser absoluta, ya que se dan circunstancias excepcionales, en las que resulta imposible adoptar fallo de mérito, a pesar de que el juez haya hecho uso de todas sus facultades y prerrogativas para integrar los presupuestos procesales de la sentencia.

Uno de tales eventos es el de la falta de jurisdicción, que corresponde en el fondo a la absoluta carencia de facultades del juez para administrar justicia en el caso controvertido.  Lo que entonces se le exige es precisamente no resolver, ya que, al hacerlo, invadiría la órbita propia de una jurisdicción distinta, con ostensible violación del debido proceso (artículo 29 C.P.) y en clara extralimitación de funciones públicas (artículo 6 C.P.), lo que justifica la inhibición cuando la demanda no ha sido rechazada de plano.

Hipótesis distinta es la de falta de competencia del juez, si ella corresponde a otro de la misma jurisdicción, pues entonces no tiene lugar la decisión inhibitoria, en cuanto lo procedente es el envío de la diligencias al competente.  Ello es posible en tal caso, a partir del concepto de economía procesal y en cuanto no se rompe la autonomía que la Constitución consagra en cabeza de las distintas jurisdicciones.

Los otros casos que puedan presentarse deben ser de tal naturaleza que, agotadas por el juez todas las posibilidades que el ordenamiento jurídico le ofrece para resolver y adoptadas por él la totalidad de las medidas conducentes a la misma finalidad, siga siendo imposible la decisión de fondo.  De tal modo que, siempre que exista alguna posibilidad de arribar a ella, la obligación ineludible del fallador consiste en proferir providencia de mérito, so pena de incurrir en denegación de justicia.

“La exequibilidad de los preceptos enunciados se condiciona, además, en el sentido de que las providencias judiciales inhibitorias únicamente pueden adoptarse cuando, ejercidas todas las atribuciones del juez y adoptadas por él la totalidad de las medidas procesales para integrar los presupuestos del fallo, resulte absolutamente imposible proferir decisión de fondo”. (Se resalta)

17.2. De este modo, para el asunto de autos, no es posible emitir un pronunciamiento de mérito, pues para ello, primero tendrían que redirigirse las pretensiones de la demanda y entender que estas están enfocadas hacia la nulidad de las Resoluciones 00748 del 18 de agosto de 1978, 0084 del 19 de febrero de 1990 y 0587 del 30 de mayo de 1991 expedidas por el INCORA; y segundo, bajo la adecuación de la acción a la de nulidad y restablecimiento del derecho, pasar por alto que esta se encuentra caducada.  

18. En tales condiciones, se modificará la sentencia del 18 de mayo de 2011 emitida del Tribunal Administrativo del Magdalena, pues si bien la Sala considera que, efectivamente, la excepción de inepta demanda procede por indebida escogencia de la acción, de igual forma se debe precisar que igualmente la acción de nulidad y restablecimiento del derecho se encuentra caducada, lo que conduce a una decisión inhibitoria.  

IV. Costas

17. El artículo 55 de la Ley 446 de 1998 establece que se condenará en costas a la parte que hubiere actuado en forma temeraria. En el presente asunto, la Sala no observa comportamiento temerario en las actuaciones procesales de los intervinientes en el presente trámite, de manera que se abstendrá de condenar por ese concepto.

En mérito de lo expuesto, el Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Subsección B, administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la ley,
 

FALLA 


MODIFICAR la sentencia del 18 de mayo de 2011, emitida por el Tribunal Administrativo del Magdalena, la cual quedará así: 

PRIMERO: DECLARAR probada la excepción de indebida escogencia de la acción propuesta por la Nación - Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural y la Superintendencia de Notariado y Registro.  

SEGUNDO: DECLARAR la caducidad de la acción de nulidad y restablecimiento del derecho. 

TERCERO: Sin costas en la instancia.

CUARTO: Ejecutoriada esta providencia, DEVUÉLVASE el expediente al tribunal de origen.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE, CÚMPLASE




STELLA CONTO DÍAZ DEL CASTILLO 
Presidenta de Subsección




RAMIRO PAZOS GUERRERO
Magistrado         
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